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Reformas a la Ley de Bancos y Grupos Financieros y a la Ley 
Orgánica del Banco de Guatemala. 

DECRETO NÚMERO 26-2012

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de la República de Guatemala establece, dentro de las obligaciones 
fundamentales del Estado proteger la formación de capital, el ahorro y la inversión, lo cual requiere que 
el marco regulatorio del sistema financiero nacional esté acorde con la situación económica-financiera 
y social de Guatemala, a efecto que apoye la producción y promueva el desarrollo del País.

CONSIDERANDO:

Que en ese contexto, se debe fortalecer la legislación financiera guatemalteca para salvaguardar 
de mejor forma los intereses de los depositantes de las instituciones bancarias a fin de mantener la 
estabilidad y solvencia del sistema financiero y, por consiguiente, el adecuado funcionamiento del 
sistema de pagos.

CONSIDERANDO:

Que la crisis financiera a nivel mundial afecta nuestra economía, por lo que es conveniente tomar las 
medidas necesarias para fortalecer las instituciones del sistema financiero nacional, la protección de 
los depositantes y orientar la administración adecuada de los riesgos.

CONSIDERANDO:

Que es importante crear mecanismos dentro de la red de seguridad bancaria que permita a los bancos 
contar con acceso a recursos para resolver sus problemas temporales de liquidez.
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POR TANTO:

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 171 literal a) de la Constitución Política de 
la República de Guatemala,

DECRETA:

Las siguientes:

REFORMAS AL DECRETO NÚMERO 19-2002, LEY DE BANCOS Y GRUPOS
FINANCIEROS Y AL DECRETO NÚMERO 16-2002, LEY ORGÁNICA 

DEL BANCO DE GUATEMALA

TÍTULO I

REFORMAS AL DECRETO NÚMERO 19-2002 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE 
GUATEMALA, LEY DE BANCOS Y GRUPOS FINANCIEROS

Artículo 1. Se reforma el artículo 8 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 8. Procedimientos. La solicitud para constituir un banco, establecer una sucursal 
de banco extranjero o registrar una oficina de representación de banco extranjero, deberá 
presentarse a la Superintendencia de Bancos, indicando la entidad que conforme a esta Ley 
se quiere constituir, establecer o registrar, acompañando la información y documentación que 
establezcan los reglamentos respectivos.

La Superintendencia de Bancos, en el caso de bancos y sucursales de bancos extranjeros 
ordenará, a costa de los interesados, la publicación en el diario oficial y en otro de amplia 
circulación en el país, de las solicitudes de autorización que le presenten, incluyendo los nombres 
de los organizadores y futuros accionistas, a fin que quien se considere afectado pueda hacer 
valer sus derechos ante la autoridad competente.

Las personas jurídicas podrán participar como organizadoras y/o accionistas de bancos, siempre 
que la estructura de propiedad de las mismas permita determinar con precisión la identidad 
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de las personas individuales que sean propietarias finales de las acciones en una sucesión 
de personas jurídicas. Para los efectos del inciso c) del artículo 7, los interesados deberán 
proporcionar a la Superintendencia de Bancos la nómina de los accionistas individuales que 
posean más del cinco por ciento (5%) del capital pagado de dichas personas jurídicas, así 
como cualquier otra información que dicha Superintendencia considere necesario obtener. Para 
efectos del cómputo anterior, se sumarán las acciones del cónyuge e hijos menores de edad.
Se exceptúan de la identificación de los propietarios finales de acciones a que se refiere el 
párrafo anterior, las personas jurídicas que coticen en bolsa en mercados financieros regulados 
y supervisados, hasta por el monto del capital cotizado en dichos mercados y que cuenten con 
una calificación internacional de riesgo otorgada por una calificadora de riesgo reconocida por 
la Comisión de Bolsa y Valores de los Estados Unidos de América (Securities and Exchange 
Commission –SEC-).

La Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia de Bancos, reglamentará lo establecido 
en el presente artículo.”

Artículo 2. Se reforma el artículo 11 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 11. Fusión o adquisición. La fusión de bancos y/o sociedades financieras o la 
adquisición de acciones de un banco o una sociedad financiera por otra de similar naturaleza, 
así como la cesión de una parte sustancial del balance de un banco o una sociedad financiera, 
serán autorizadas o denegadas por la Junta Monetaria. No podrá otorgarse dicha autorización 
sin dictamen previo de la Superintendencia de Bancos.

La venta, cesión o cualquier otra forma de enajenación de cartera de créditos que realice 
un banco o una sociedad financiera a otro banco o a otra sociedad financiera, así como la 
adjudicación de bienes a favor de un banco o una sociedad financiera, ya sea voluntaria o en 
virtud de acción judicial, para la cancelación parcial o total de créditos a su favor, están exentas 
del pago del Impuesto al Valor Agregado –IVA-, Decreto Número 27-92 del Congreso de la 
República.

Los documentos o contratos por medio de los cuales se formalice la venta, cesión o cualquier 
otra forma de enajenación de cartera de créditos que realice un banco o una sociedad financiera 
a otro banco o a otra sociedad financiera, así como aquellos documentos o contratos en los 
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cuales se haga constar la adjudicación de bienes a favor de un banco o una sociedad financiera, 
ya sea voluntaria o en virtud de acción judicial, para la cancelación parcial o total de créditos 
a su favor, están exentos del Impuesto de Timbres Fiscales y de Papel Sellado Especial para 
Protocolos, Decreto Número 37-92 del Congreso de la República.

El segundo párrafo del artículo 1444 del Código Civil, Decreto-Ley Número 106, no le será 
aplicable a las operaciones a que se refiere el segundo párrafo de este artículo.

Lo establecido en el primer párrafo de este artículo será reglamentado por la Junta Monetaria, 
a propuesta de la Superintendencia de Bancos.”

Artículo 3. Se adiciona el artículo 41 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

“Artículo 41 Bis. Beneficiarios. Se denominarán beneficiarios a las personas que hayan sido 
designadas o que se designen por una persona individual titular de una cuenta de depósito 
monetario, a plazo o de ahorro, para recibir el saldo de la misma, en caso de muerte de ésta.

Al ocurrir la muerte del titular, o el de los beneficiarios designados, adquirirán un derecho propio 
sobre el saldo de las mismas, el cual podrán exigir directamente del banco, siempre que no se 
encuentre limitado contractualmente o restringido por autoridad competente.

En todo caso, el o los beneficiarios deberán acreditar ante el banco depositario la muerte del 
titular de la cuenta.

Cuando se trate de depósitos monetarios, el beneficiario únicamente podrá retirar los fondos 
disponibles después de haber transcurrido un plazo de seis (6) meses, contado a partir de la 
fecha de muerte del titular de la cuenta.

El pago efectuado por el banco a los beneficiarios designados, en los términos indicados en el 
presente artículo, extingue las obligaciones derivadas del contrato de depósito bancario.”

Artículo 4. Se adiciona el artículo 41 Ter al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:
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“Artículo 41 Ter. Cuentas de depósitos inactivas. Las cuentas de depósitos monetarios y 
de ahorro, en moneda nacional, con saldos menores a un mil Quetzales (Q.1,000.00) y las 
cuentas de depósitos monetarios y de ahorro en moneda extranjera, con saldos menores a 
ciento veinticinco Dólares de los Estados Unidos de América (US$125.00), que durante un 
período de diez años permanezcan inactivas, excepto las que se encuentren condicionadas 
por el cuentahabiente o limitadas contractualmente o restringidas por autoridad competente, 
prescribirán, de pleno derecho, junto con los intereses que hubieren devengado, en favor del 
Fondo para la Protección del Ahorro, aspecto que el banco deberá hacer del conocimiento de 
los cuentahabientes por los medios que estime convenientes.

Se entenderá que una cuenta ha permanecido inactiva cuando su titular no haya efectuado 
transacciones de depósito o retiro en el plazo indicado.

El traslado del saldo de las cuentas a que se refiere el párrafo primero de este artículo al Fondo 
para la Protección del Ahorro se hará dentro del mes siguiente al del vencimiento de los diez 
(10) años mencionados.”

Artículo 5. Se reforma el artículo 47 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 47. Concentración de inversiones y contingencias. Los bancos, las sociedades 
financieras, así como las entidades fuera de plaza o entidades off shore y las empresas 
especializadas en servicios financieros que formen parte de grupos financieros, con excepción 
de las operaciones financieras que pueden realizar, sin limitación alguna, en títulos emitidos por 
el Ministerio de Finanzas Públicas o el Banco de Guatemala, no podrán efectuar operaciones 
que impliquen financiamiento directo o indirecto de cualquier naturaleza, sin importar la forma 
jurídica que adopten, tales como, pero no circunscrito a, bonos, pagarés, obligaciones y/o 
créditos, ni otorgar garantías o avales, que en conjunto excedan los porcentajes siguientes:

a)  Quince por ciento (15%) del patrimonio computable a una sola persona individual o jurídica, 
de carácter privado o a una sola empresa o entidad del Estado o autónoma. Se exceptúan 
de este límite los excesos transitorios derivados de depósitos interbancarios de naturaleza 
operativa o de los depósitos e inversiones que las empresas del grupo financiero puedan 
tener en el banco de su grupo financiero.
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b) Treinta por ciento (30%) del patrimonio computable a dos o más personas relacionadas entre 
sí que formen parte de una unidad de riesgo.

c) Treinta por ciento (30%) del patrimonio computable a dos o más personas vinculadas, las 
que se considerarán como una sola unidad de riesgo. Dicho porcentaje podrá incrementarse 
hasta el cincuenta por ciento (50%) del patrimonio computable, si el excedente lo constituyen 
activos crediticios garantizados totalmente, durante el plazo del crédito, con certificados de 
depósitos a plazo o pagarés financieros emitidos por la propia institución, los que deberán 
quedar en custodia de la misma. Además, deberá pactarse por escrito que, en caso el deudor 
sea demandado o incurra en incumplimiento, sin más trámite, se hará efectiva la garantía.

Los depósitos e inversiones que las empresas del grupo financiero mantengan en el banco 
de su grupo financiero, no deberán computarse para efectos de los límites establecidos en 
este inciso.

d) Treinta por ciento (30%) del patrimonio computable en inversiones que realicen las entidades 
fuera de plaza o entidades off shore en títulos representativos de deuda soberana de 
otros países distintos a Guatemala, conforme la escala de límites que establezca la Junta 
Monetaria con base en la calificación de riesgo soberano que otorguen calificadoras de 
riesgo reconocidas por la Comisión de Bolsa y Valores de los Estados Unidos de América 
(Securities and Exchange Commission –SEC-).

e) Cien por ciento (100%) del patrimonio computable, al conjunto de inversiones que realicen 
los bancos o sociedades financieras en títulos representativos de deuda soberana de otros 
países distintos a Guatemala, que cuenten con la más alta calificación de riesgo soberano 
que, en escala de grado de inversión, sea otorgada por calificadoras de riesgo reconocidas 
por la Comisión de Bolsa y Valores de los Estados Unidos de América (Securities and 
Exchange Commission –SEC-).

Cuando las entidades excedan los límites establecidos en el presente artículo, deberán deducir 
de inmediato dicho exceso de su patrimonio computable, sin perjuicio de ser sancionados de 
conformidad con la presente Ley.

Para los efectos de lo dispuesto en la presente Ley se establecen las definiciones siguientes:
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1. Personas relacionadas: Son dos o más personas individuales o jurídicas independientes 
a la entidad que les concede el financiamiento, pero que mantienen una relación directa o 
indirecta entre sí, por relaciones de propiedad, de administración o de cualquier otra índole 
que defina la Junta Monetaria.

2.	 Persona vinculada: Es la persona individual o jurídica, relacionada directa o indirectamente 
con la entidad que le concede el financiamiento, por relaciones de propiedad, de administración 
o cualquier otra índole que defina la Junta Monetaria. 

3.	 Unidad de riesgo: La constituyen dos o más personas relacionadas o vinculadas que 
reciban y/o mantengan financiamiento de una entidad.

La Superintendencia de Bancos presumirá la existencia de unidades de riesgo con base en 
criterios que incluyan razones de propiedad, administración, estrategias de negocios conjuntas 
y otros elementos debidamente fundamentados por la Superintendencia de Bancos.

El financiamiento a personas vinculadas, que otorguen las entidades a que se refiere el presente 
artículo, deberá ser aprobado por su Consejo de Administración, o quien haga sus veces.

La Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia de Bancos, reglamentará lo establecido 
en el presente artículo.”

Artículo 6. Se adiciona el artículo 49 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

	 “Artículo 49 Bis. Distribución de dividendos. La Superintendencia de Bancos, observando 
el debido proceso, podrá limitar a los bancos, sociedades financieras y entidades fuera de 
plaza o entidades off shore, la distribución de dividendos, bajo cualquier modalidad o forma 
que adopten tales dividendos, cuando a juicio de dicho órgano y como medida prudencial sea 
necesario fortalecer la liquidez y/o la solvencia del banco, sociedad financiera o entidad fuera 
de plaza respectiva. Dicha limitación no será aplicable a las acciones de voto limitado con 
dividendos preferentes.”

Artículo 7. Se adiciona el artículo 58 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:
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	 “Artículo 58 Bis. Calificación de riesgo. Los bancos, las sociedades financieras y las 
entidades fuera de plaza o entidades off shore, deberán obtener anualmente una calificación 
de riesgo otorgada por una empresa calificadora de riesgo reconocida por la Comisión de Bolsa 
y Valores de los Estados Unidos de América (Securities and Exchange Commission –SEC-) 
o representantes de éstas que realicen calificaciones a nivel regional, u otras calificadoras de 
riesgo que cumplan estándares equivalentes. En todos los casos, las calificadoras de riesgo 
deberán registrarse en la Superintendencia de Bancos conforme a las instrucciones generales 
que ésta emita. El reporte de la calificación otorgada por la calificadora deberá ser enviado al 
ente supervisor y la calificación actualizada deberá ser publicada por la entidad calificada con la 
gradualidad que establezca la Junta Monetaria.

	 Si se trata de sucursales de bancos extranjeros se aceptará la calificación del banco matriz, 
siempre que haya sido otorgada por una empresa calificadora de riesgo de las indicadas en el 
presente artículo.

	 La calificación de riesgo es una opinión que emite, bajo su estricta responsabilidad, la empresa 
calificadora, referida a un período determinado, en cuanto a la capacidad financiera en general 
de la entidad calificada para cumplir con sus obligaciones, sin comprometer al Estado, cuya 
función de vigilancia e inspección corresponde, con exclusividad, a la Superintendencia de 
Bancos.

	 Lo establecido en el presente artículo será reglamentado por la Junta Monetaria, a propuesta de 
la Superintendencia de Bancos.”

Artículo 8. Se reforma el artículo 65 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

	 “Artículo 65. Patrimonio computable. El patrimonio computable de un banco será la suma 
del capital primario más el capital complementario, deduciendo de la misma las inversiones en 
acciones de bancos nacionales y extranjeros, sociedades financieras, compañías aseguradoras, 
compañías afianzadoras, almacenes generales de depósito, empresas especializadas de 
servicios financieros, casas de bolsa, entidades fuera de plaza o entidades off shore, empresas 
de apoyo al giro bancario cuando se posea en éstas como mínimo el veinticinco por ciento 
(25%) de su capital y el capital asignado a las sucursales en el exterior.
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	 El capital complementario será aceptable como parte del patrimonio computable hasta por la 
suma del capital primario.

	 El capital primario se integra por:

a)	 El capital pagado;

b)	 La reserva legal;

c) 	Las reservas de naturaleza permanente provenientes de utilidades retenidas;

d)	 Otras aportaciones permanentes de capital; y,

e)	 Las aportaciones del Estado en el caso de los bancos estatales.

	 El capital complementario se integra por:

a)	 Las ganancias del ejercicio;

b)	 Las ganancias de ejercicios anteriores;

c) 	El superávit por revaluación de activos, hasta el cincuenta por ciento (50%) del capital 
primario, el cual no se podrá distribuir hasta que se venda el activo revaluado;

d)	 Otras reservas de capital;

e)	 Instrumentos de deuda convertible en acciones;

f)	 Deuda subordinada contratada a plazo mayor de cinco años, hasta el cincuenta por ciento 
(50%) del capital primario. Para efectos del cómputo de la deuda subordinada dentro del 
capital complementario, durante los últimos cinco años para su vencimiento, se aplicará un 
factor de descuento acumulativo anual de veinte por ciento (20%);

g)	 Bonos que combinen características de deuda y capital; y,
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h)	 Otros componentes que, con base en estándares internacionales, determine la Junta 
Monetaria, previo dictamen de la Superintendencia de Bancos.

Las pérdidas acumuladas y las del ejercicio corriente, y las reservas específicas para 
activos determinados de dudosa recuperación, se deducirán, en primer término, del capital 
complementario y, en caso de resultar insuficiente, del capital primario.

La Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia de Bancos y con base en estándares 
internacionales, podrá determinar las características que deben reunir los componentes del 
capital complementario.”

Artículo 9. Se reforma el artículo 78 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 78. Junta de Exclusión de Activos y Pasivos. La Junta Monetaria, a propuesta de 
la Superintendencia de Bancos, a más tardar el día siguiente de dispuesta la suspensión de 
operaciones, deberá nombrar una Junta de Exclusión de Activos y Pasivos, conformada por tres 
miembros, quienes estarán relevados, como cuerpo colegiado o individualmente considerados, 
a prestar fianza o garantía por su actuación.

Los miembros de la Junta de Exclusión de Activos y Pasivos tienen todas las facultades legales 
para actuar legal, judicial y extrajudicialmente dentro del ámbito de las atribuciones que le señala 
la ley. Tendrán, además, las facultades que se requieran para ejecutar los actos y celebrar los 
contratos que sean del giro de sus atribuciones.

Por ministerio de la ley y por razones de interés social, los derechos que incorporan las acciones 
del banco o de la sociedad financiera de que se trate quedan en suspenso y sus directores o 
administradores quedan separados de sus cargos; asimismo, quedan revocados los mandatos 
de toda clase que hayan sido otorgados en nombre de la entidad suspendida en cuyo caso no 
será aplicable lo establecido en el artículo 1715 del Código Civil, Decreto-Ley Número 106.

La Junta de Exclusión de Activos y Pasivos dependerá funcionalmente del Superintendente de 
Bancos, y dará cuenta de sus actuaciones a la Junta Monetaria por medio de la Superintendencia 
de Bancos.
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La Junta de Exclusión de Activos y Pasivos deberá llevar cuenta ordenada y comprobada de su 
gestión.

Los miembros de la Junta de Exclusión de Activos y Pasivos del banco o de la sociedad financiera 
de que se trate, contra quienes se planteen procesos, juicios o demandas derivados de actos y 
decisiones adoptados de conformidad con la ley en el ejercicio de sus atribuciones, funciones u 
obligaciones, tienen derecho a que el Banco de Guatemala cubra los gastos y costas que sean 
necesarios para su defensa.

Lo dispuesto en el párrafo que antecede se aplicará a aquellos miembros de la Junta de 
Exclusión de Activos y Pasivos del banco o de la sociedad financiera de que se trate, aún 
cuando ya no se encuentren en el ejercicio de dichos cargos, siempre y cuando los procesos, 
juicios o demandas que se planteen deriven de actos y decisiones adoptados de conformidad 
con la ley en el ejercicio de las atribuciones, funciones u obligaciones que les correspondían.”

Artículo 10. Se reforma el artículo 79 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 79. Facultades de la Junta de Exclusión de Activos y Pasivos. La Junta de 
Exclusión de Activos y Pasivos estará facultada par adoptar la aplicación de una o todas, sin 
orden determinado, de las medidas siguientes:

a)	 Determinar las pérdidas y cancelarlas con cargo a las reservas legales y otras reservas y, en 
su caso, con cargo a las cuentas de capital;

b)	 Disponer la exclusión de los activos en el balance de la entidad suspendida, en una o más 
de las formas siguientes:

b.1)  Por un importe equivalente o mayor al de los pasivos mencionados en el subinciso c.1) 
de este artículo, y la transmisión de tales activos a un fideicomiso administrado por la 
entidad elegida por la Superintendencia de Bancos;

b.2)	 Por un importe equivalente al de los pasivos mencionados en el subinciso c.1) de este 
artículo y la enajenación de estos activos, mediante procedimientos competitivos, a 
favor de uno o varios bancos, conforme la reglamentación correspondiente; o,
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b.3)	 Por un importe equivalente o mayor al de los pasivos mencionados en el subinciso 
c.2) de este artículo, y la enajenación de estos activos, mediante procedimientos 
competitivos, a favor de un banco, conforme la reglamentación correspondiente.

	 Los activos excluidos se tomarán de acuerdo con normas contables, a su valor en libros, 
neto de provisiones, reservas y cualquier otro ajuste que determine la Superintendencia 
de Bancos, conforme a las normas y regulaciones prudenciales existentes;

c)	 Excluir los pasivos en el balance de la entidad suspendida, en una de las formas siguientes:

c.1)  Excluir los depósitos hasta por el monto cubierto por el Fondo para la Protección del 
Ahorro y los pasivos laborales.

	 En caso el valor estimado de los activos mencionados en los subincisos b.1) y b.2) 
de este artículo así lo permita, se excluirán en primer lugar el resto de los depósitos y 
los importes debitados de cuentas de depósitos o importes recibidos, en ambos casos 
para la adquisición de cheques de caja o de gerencia, de giros del exterior o para 
trasferencias de fondos, siempre que dichas operaciones no hayan sido liquidadas al 
momento de la suspensión de operaciones; en segundo lugar, los bonos y pagarés 
cuya creación y negociación haya sido autorizada por la Junta Monetaria al banco o a 
la sociedad financiera de que se trate, siempre que no sean obligaciones convertibles, 
subordinadas o cualquier otro instrumento de deuda con características de capital. Las 
operaciones, los bonos y pagarés a que se refiere el presente párrafo que correspondan 
a personas vinculadas a la entidad suspendida, así como los depósitos de dichas 
personas, no formarán parte de la exclusión.

	 Para efectos de lo establecido en el párrafo anterior, la Junta Monetaria, a propuesta 
de la Superintendencia de Bancos, establecerá el procedimiento para determinar el 
monto máximo a excluir.

	 El banco que asuma las obligaciones que corresponda, resultado de la exclusión a que 
se refiere este subinciso c.1), deberá documentar la sustitución a favor del acreedor 
según las condiciones que se pacten.

c.2)	 Excluir el total de pasivos de la entidad suspendida.
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	 El banco que asuma las obligaciones que corresponda, resultado de la exclusión a que 
se refiere este subinciso c.2), deberá documentar la sustitución a favor del acreedor 
según las condiciones que se pacten.

d)	 Transferir a favor de uno o varios bancos, conforme la reglamentación correspondiente, 
los pasivos indicados en el subinciso c.1), quienes recibirán como contrapartida un monto 
equivalente a tales pasivos en:

d.1)  Certificados de participación que para el efecto emita el fideicomiso a que se refiere el 
subinciso b.1) de este artículo, neto de los costos de transacción autorizados por la 
Junta de Exclusión de Activos y Pasivos; o,

d.2)	 Activos de la entidad suspendida.

e)	 Transferir a favor de un banco, conforme la reglamentación correspondiente, los pasivos 
indicados en el subinciso c.2), quienes recibirán como contrapartida a tales pasivos la 
totalidad de activos de la entidad suspendida.

Para realizar las transferencias a que se refieren los incisos d) y e) anteriores, no se requiere el 
consentimiento del deudor, acreedor o cualquier otro titular.

La Junta Monetaria, previo informe de la Superintendencia de Bancos, podrá autorizar a la 
Junta de Exclusión de Activos y Pasivos para enajenar la totalidad o un monto significativo de 
los activos y transferir los pasivos a que se refieren los subincisos b.2) y b.3) y el subinciso c) 
de este artículo, a bancos extranjeros que reúnan los requisitos siguientes:

1.  Que cuente con calificación de riesgo otorgada por una calificadora de riesgo reconocida por 
la Comisión de Bolsa y Valores de los Estados Unidos de América (Securities and Exchange 
Commission –SEC-), que sea aceptable a juicio de la Superintendencia de Bancos;

2.	 Que tengan más de cinco (5) años de operar en el país que les otorgó la licencia; y,

3.	 Que en sus países de origen exista supervisión de acuerdo con estándares internacionales.
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El banco extranjero al que se le enajenen activos y transfieran pasivos al amparo de lo establecido 
en él párrafo anterior, quedará inmediatamente autorizado para operar como sucursal de banco 
extranjero en el país por el plazo de un año, prorrogable por la Junta Monetaria, a propuesta de 
la Superintendencia de Bancos, de acuerdo a la solicitud presentada por el banco interesado. 
En el plazo establecido, la citada entidad deberá completar los demás requisitos para el 
establecimiento definitivo como sucursal de banco extranjero en el país. En caso contrario, 
deberá proceder a su retiro del país de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de la 
presente Ley.

El presente artículo será reglamentado por la Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia 
de Bancos”.

Artículo 11. Se adiciona el artículo 79 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República 
de Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

“Artículo 79 Bis. Representante legal. La Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia 
de Bancos, a más tardar al día siguiente de dispuesta la suspensión de operaciones, deberá 
nombrar un representante legal de la entidad suspendida, quien estará investido de las facultades 
para representar judicial y extrajudicialmente a dicha entidad y no interferirá en las funciones y 
atribuciones de la Junta de Exclusión de Activos y Pasivos. 

El representante legal, además, tendrá las facultades siguientes:  

a) Comparecer en nombre y representación de la entidad suspendida a: otorgar cartas de pago 
de créditos totalmente pagados previo a la suspensión, otorgar mandatos con representación 
para la conservación de activos, rescindir contratos, así como otorgar otros que sean 
necesarios para el ejercicio de sus facultades; otorgar los instrumentos de sustitución de 
la calidad de fiduciario de la entidad suspendida y extinguir fideicomisos en los que dicha 
entidad figure como fiduciario;

b)  Ser responsable de la guarda y custodia de los bienes y documentos que le entregue la 
Junta de Exclusión de Activos y Pasivos, hasta que el depositario nombrado en el proceso 
de quiebra tome posesión de los mismos. Para efecto de la conservación de dichos bienes 
y documentos, la Junta Monetaria fijará la fuente de los recursos; y,

c)  Otras que le fije la Junta Monetaria.  
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El representante legal desempeñará el cargo bajo su estricta responsabilidad, debiendo rendir 
informe por escrito de sus actuaciones a la Junta Monetaria, por medio de la Superintendencia 
de Bancos, cuando termine su gestión y cuando le sea requerido por dicho cuerpo colegiado. 
Sus honorarios serán establecidos por la Junta Monetaria, quien fijará la fuente de los mismos y 
gozará de la protección legal en los términos a que se refiere el artículo 78 de la presente Ley.”

Artículo 12. Se reforma el artículo 81 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 81. Participación del Fondo para la Protección del Ahorro. El Fondo para la 
Protección del Ahorro podrá, a requerimiento de la Junta de Exclusión de Activos y Pasivos, 
realizar aportes, aún sin contraprestación, al fideicomiso a que se refiere el artículo 79 de la 
presente Ley. Adicionalmente, el Fondo para la Protección del Ahorro podrá comprar a valor 
facial, los certificados de participación en el fideicomiso a que se refiere el artículo 79; asimismo 
podrá celebrar contratos de compraventa sobre parte o la totalidad de dichos certificados. En 
estos casos, el total de las erogaciones que efectúe el Fondo para la Protección del Ahorro no 
podrá superar el monto de los depósitos del banco suspendido, cubiertos por la garantía de 
dicho Fondo.

           El Fondo para la Protección del Ahorro, a requerimiento de la Junta de Exclusión de Activos 
y Pasivos, deberá restituir en efectivo o con otros activos líquidos al banco adquirente, los 
activos que éste, por causas debidamente justificadas devuelva a la entidad suspendida. El 
banco adquirente dispondrá de un plazo de sesenta (60) días, contado a partir de la fecha de la 
enajenación, para devolver los activos enajenados a la entidad suspendida, a su valor en libros 
o al de enajenación, el que resulte menor.

Cuando se trate de la enajenación a que se refiere el subinciso b.2) del artículo 79 de la presente 
Ley, el valor de dicha devolución no podrá exceder el veinte por ciento (20%) del monto de 
los activos de que se trate o el setenta y cinco por ciento (75%) del monto de los depósitos 
garantizados asumidos, el que fuere menor.

En el caso de la enajenación a que se refiere el subinciso b.3) del artículo 79, el valor de dicha 
devolución no podrá exceder el treinta por ciento (30%) del monto de los activos de que se trate 
o el cien por ciento (100%) del monto de los depósitos garantizados asumidos, el que fuere 
menor.”
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Artículo 13. Se adiciona el artículo 82 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República 
de Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

“Artículo 82 Bis. Operación del fideicomiso. Cuando la Junta de Exclusión de Activos y 
Pasivos de la entidad suspendida haya cesado en sus funciones y atribuciones, el Banco de 
Guatemala, como administrador de los recursos del Fondo para la Protección del Ahorro, y en 
su calidad de fideicomitente especial en el fideicomiso a que se refiere el subinciso d.1) del 
artículo 79 de la Ley de Bancos y Grupos Financieros, estará facultado para otorgar, juntamente 
con el fiduciario, los instrumentos necesarios para aclarar, ampliar o modificar los instrumentos 
atinentes a la transmisión de los activos al fideicomiso mencionado, hasta la terminación del 
mismo.” 

Artículo 14. Se reforma el artículo 83 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 83. Declaratoria de quiebra. La Junta Monetaria, dentro del plazo de quince (15) 
días de recibido el informe a que se refiere el artículo 82, instruirá a la Superintendencia de 
Bancos para que solicite a un Juzgado de Primera Instancia del Ramo Civil, la declaratoria de 
quiebra de la entidad suspendida de que se trate.

El juzgado que conozca de tal solicitud deberá resolver la declaratoria de quiebra a que se 
refiere el párrafo anterior, dentro del plazo de cinco (5) días, contados a partir del día en que 
reciba dicha solicitud.

Para los efectos de la indicada declaratoria de quiebra, el juzgado tomará como base el balance 
proporcionado por la Superintendencia de Bancos, que resulte después de efectuarse la 
exclusión, transmisión o enajenación de activos y pasivos.”

Artículo 15. Se reforma el artículo 84 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 84. Liquidación de saldos o remanentes. Cualquier saldo o remanente de valor 
que quedare en el fideicomiso a que hace referencia el subinciso b.1) del artículo 79, una vez 
pagados todos los certificados de participación en el mismo, se trasladará al Fondo para la 
Protección del Ahorro, hasta por el monto aportado por éste al fideicomiso indicado; si queda 
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algún remanente se trasladará a la liquidación judicial.

En el caso de la enajenación de activos a que se refieren los subincisos b.2) y b.3) del artículo 
79, cualquier saldo o remanente de valor que quedare en el banco suspendido, luego de la 
devolución a que se refiere el artículo 81, se trasladará al Fondo para la Protección del Ahorro, 
hasta por el monto restituido al banco adquirente; si queda algún remanente se trasladará a la 
liquidación judicial.”

Artículo 16. Se adiciona el artículo 84 Bis al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República 
de Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

“Artículo 84 Bis. Exención. La transmisión o enajenación de activos, la transferencia de 
pasivos y la devolución de activos, que se realicen con base en los artículos 79 y 81 de la 
presente Ley, así como la enajenación que efectúe el Fondo para la Protección del Ahorro para 
liquidar los activos que provengan de la exclusión de activos y pasivos, estarán exentas del 
pago del Impuesto al Valor Agregado y del Impuesto de Timbres Fiscales y de Papel Sellado 
Especial para Protocolos. Asimismo, estarán exentos del Impuesto Sobre la Renta, las rentas 
que obtengan los fideicomisos que se constituyan de conformidad con el subinciso b.1) del 
artículo 79 citado.”

Artículo 17. Se adiciona el artículo 84 Ter al Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República 
de Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, con el texto siguiente:

“Artículo 84 Ter. Sociedades financieras. La exclusión de activos y pasivos regulada en el 
presente Capítulo será aplicable a las sociedades financieras a que se refiere el Decreto-Ley 
Número 208 en lo que corresponda, según la naturaleza de sus operaciones.”

Artículo 18. Se reforma el artículo 86 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 86. Fuentes de financiamiento. Las fuentes de financiamiento del Fondo para la 
Protección del Ahorro estarán constituidas por:

a)  Las cuotas que obligatoriamente deberán aportar los bancos nacionales y sucursales de 
bancos extranjeros, de conformidad con el artículo 88;
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b) Los rendimientos de las inversiones de los recursos del Fondo para la Protección del Ahorro, 
multas e intereses;

c) Los recursos en efectivo que se obtengan en virtud del proceso de liquidación del banco de 
que se trate, con motivo de la subrogación de derechos a que se refiere el artículo 91;

d)  Los recursos en efectivo que se obtengan de la venta de los activos que le hubieren sido 
adjudicados al Fondo para la Protección del Ahorro, en virtud del proceso de liquidación del 
banco de que se trate, con motivo de la subrogación de derechos a que se refiere el artículo 
91. Queda entendido que los indicados activos que le sean adjudicados en pago al Fondo 
para la Protección del Ahorro no constituirán fuente de financiamiento del mismo, en tanto 
no sean vendidos y los recursos en efectivo producto de la venta hayan sido percibidos;

e) Los aportes del Estado, para fortalecer la posición financiera de dicho Fondo o para que éste 
pueda cumplir las obligaciones a que se refiere el artículo 87, a requerimiento del Banco de 
Guatemala, como administrador del Fondo para la Protección del Ahorro, previo dictamen 
conjunto que emita la Superintendencia de Bancos y el Banco de Guatemala; y,

f)   Otras fuentes que incrementen los recursos del Fondo para la Protección del Ahorro.

Los recursos del Fondo para la Protección del Ahorro serán inembargables, no tendrán carácter 
devolutivo y sólo podrán ser aplicados para las finalidades previstas en esta Ley.”

Artículo 19. Se reforma el artículo 88 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 88. Cuotas al Fondo. Las cuotas que cada banco debe aportar mensualmente al 
Fondo para la Protección del Ahorro, se integran por los componentes siguientes:

a)  Un componente fijo, equivalente a una doceava parte del dos por millar del promedio mensual 
de la totalidad de las obligaciones depositarias que registren tales bancos, durante el mes 
inmediato anterior; y,

b)  Un componente variable, equivalente a una doceava parte de hasta el dos por millar del 
promedio mensual de la totalidad de las obligaciones depositarias que registren tales bancos, 
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durante el mes inmediato anterior. La Junta Monetaria, a propuesta de la Superintendencia 
de Bancos y con el voto favorable de las tres cuartas partes de los miembros que la integran, 
determinará las tasas a aplicar, así como el mecanismo mediante el cual se calculará la 
cuota que corresponderá pagar a cada banco, con base en criterios de riesgo.

Para el cálculo de las cuotas a que se refiere el presente artículo, se tomará como base, la 
información que la Superintendencia de Bancos requerirá a cada banco.

Para el pago de las cuotas de referencia, el Banco de Guatemala queda autorizado para que 
dentro de los primeros cinco (5) días del mes siguiente al que corresponda la información, 
debite las cuentas de depósito que cada banco mantiene para efectos del encaje bancario.

Cuando un banco no proporcione la información necesaria para el cálculo de la cuota, el Banco 
de Guatemala debitará la cuenta respectiva con base en la última información proporcionada 
por el banco, sin perjuicio de efectuar los ajustes pertinentes cuando se complete la información 
requerida.

Si luego de realizar dichos ajustes, resulta una diferencia que pagar por el banco a favor del 
Fondo para la Protección del Ahorro, se calculará sobre dicha diferencia intereses a favor del 
Fondo para la Protección del Ahorro, por el equivalente a la aplicación de una vez y media la 
tasa máxima de interés anual que el propio banco hubiere cobrado en sus operaciones activas 
durante el mes a que corresponda la diferencia, por el tiempo que hubiere estado pendiente el 
pago. En el caso de que la diferencia fuere a favor del banco, la misma se aplicará a las cuotas 
de los meses siguientes hasta agotarla.”

Artículo 20. Se reforma el artículo 113 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 113. Requisitos para su funcionamiento. Para operar en Guatemala, las entidades 
fuera de plaza o entidades off shore deberán obtener la autorización de funcionamiento de la 
Junta Monetaria, previo dictamen de la Superintendencia de Bancos, declarar que forman parte 
de un grupo financiero de Guatemala, y acreditar el cumplimiento de los requisitos siguientes:

a) Que incondicional e irrevocablemente acepta en forma escrita quedar sujeta a la supervisión 
consolidada de la Superintendencia de Bancos de Guatemala, en los términos señalados 
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en el artículo 28 y a la legislación contra el lavado de dinero u otros activos y para prevenir 
y reprimir el financiamiento del terrorismo;

b) Que presente toda la información que le sea requerida por la Superintendencia de Bancos 
y por el Banco de Guatemala, la cual podrá ser verificada en cualquier momento por la 
Superintendencia de Bancos. La información sobre sus operaciones activas y contingentes 
deberá ser presentada en forma detallada. La información sobre las operaciones pasivas 
deberá ser presentada en forma agregada y sin revelar la identidad de los depositantes o 
inversionistas;

c) Que acredite ante la Superintendecia de Bancos de Guatemala, que autorizó a las autoridades 
supervisoras de su país de origen para realizar intercambio de información referente a ella;

d)  Que las autoridades supervisoras bancarias de su país de origen apliquen estándares 
prudenciales internacionales, al menos tan exigentes como los vigentes en Guatemala, 
relativos, entre otros, a requerimientos mínimos patrimoniales y de liquidez. De no ser así, 
se sujetará a las normas prudenciales y de liquidez que fije la Junta Monetaria, a propuesta 
de la Superintendencia de Bancos para estas entidades, y que podrán ser las mismas o el 
equivalente, en su caso, de las aplicadas a los bancos domiciliados en Guatemala;

e) Que comunique por escrito a sus depositantes, que los depósitos que éstos realicen no están 
cubiertos por el Fondo para la Protección del Ahorro y que el régimen legal aplicable a tales 
depósitos y otros pasivos será el del país en que se constituyó o registró la entidad fuera de 
plaza o la entidad off shore; y,

f)  Que tanto el valor de apertura de cada una de las cuentas de depósito como el saldo promedio 
mensual de las mismas, no sea menor a diez mil Dólares (US$10,000.00) de los Estados 
Unidos de América o su equivalente en otra moneda. En caso la cuenta registre un saldo 
promedio inferior al establecido, durante dos (2) meses consecutivos, la misma deberá ser 
cancelada, debiendo informárselo al depositante.

Este requisito no será aplicable cuando se constituyan cuentas con el objeto exclusivo de:

i)   Acreditar intereses generados por depósitos a plazo, a que se refiere este inciso, constituidos 
en la entidad fuera de plaza o entidad off shore; o, 
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 ii)  Debitar en forma automática el pago de capital e intereses de créditos otorgados por la 
entidad fuera de plaza o entidad off shore, siempre que el monto original de dichos créditos 
sea superior a cincuenta mil Dólares (US$50,000.00) de los Estados Unidos de América o 
su equivalente en otra moneda.

Las entidades fuera de plaza o entidades off shore que no obtengan autorización de funcionamiento 
o que una vez autorizadas para funcionar incumplieren uno o varios de los requisitos que les 
impone el presente artículo, no podrán realizar intermediación financiera en Guatemala, ni 
directamente ni por medio de terceros. Se entenderá por terceros a cualquier persona individual 
o jurídica que participe en cualquier fase del procedimiento que se utilice para la captación de 
recursos del público en Guatemala, con destino a dichas entidades fuera de plaza. Si realizaren 
intermediación financiera con violación a lo dispuesto en este párrafo, quedarán sometidas a lo 
estipulado en el artículo 96.

Lo establecido en el presente artículo será reglamentado por la Junta Monetaria a propuesta de 
la Superintendencia de Bancos.”

Artículo 21. Se reforma el artículo 114 del Decreto Número 19-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley de Bancos y Grupos Financieros, el cual queda así:

“Artículo 114. Revocatoria de autorización de funcionamiento de las entidades fuera de 
plaza o entidades off shore. La Junta Monetaria, previo informe de la Superintendencia de 
Bancos, y observando el debido proceso, deberá revocar la autorización de funcionamiento 
de las entidades fuera de plaza o entidades off shore, cuando ocurra uno o más de los casos 
siguientes:

a)  Incumplan uno o más requisitos a que se refiere el artículo 113;

b) La entidad sea condenada en sentencia firme, dentro o fuera de la  República de Guatemala, 
por los delitos de lavado de dinero u otros activos, de financiamiento del terrorismo u otros 
delitos vigentes en el país, y que a juicio de la Superintendencia de Bancos ameriten tal 
medida;

c) Se compruebe que el o los solicitantes presentaron información o documentación falsa en su 
solicitud de autorización para operar en Guatemala;
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d)  Por intervención, disolución, liquidación o quiebra de la entidad fuera de plaza o entidad 
off shore o la cancelación de su licencia por parte de las autoridades competentes del país 
donde se encuentre legalmente constituido;

e)	 Cuando deje de formar parte de un grupo financiero o cuando se disuelva el mismo;

 f)	 Cuando la deficiencia patrimonial sea mayor al cincuenta por ciento   (50%) del patrimonio 
requerido de la entidad fuera de plaza; y,

g)	 Por otras razones debidamente fundamentadas en informe de la  Superintendencia de 
Bancos.

A partir de la fecha de revocatoria, las entidades fuera de plaza o entidades off shore dispondrán 
de un plazo de seis (6) meses para el cierre de sus operaciones en Guatemala, el cual podrá ser 
prorrogado por la Junta Monetaria a solicitud de la Superintendencia de Bancos.”

TÍTULO II

REFORMA AL DECRETO NÚMERO 16-2002 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE 
GUATEMALA, LEY ORGÁNICA DEL BANCO DE GUATEMALA

Artículo 22. Se reforma el artículo 48 del Decreto Número 16-2002 del Congreso de la República de 
Guatemala, Ley Orgánica del Banco de Guatemala, el cual queda así:

“Artículo 48.  Prestamista de última instancia. Con base en la política monetaria, cambiaria 
y crediticia determinada por la Junta Monetaria, el Banco de Guatemala podrá otorgar crédito a 
los bancos del sistema, únicamente para solventar deficiencias temporales de liquidez, tomando 
en cuenta para ello un informe que le deberá presentar el Superintendente de Bancos sobre 
la situación de liquidez, solvencia, rentabilidad y calidad de los principales activos del banco 
solicitante.

El monto del crédito podrá ser hasta el equivalente del cien por ciento (100%) de la suma del 
encaje promedio requerido en el período mensual precedente del banco de que se trate, quien 
deberá garantizarlo con títulos, valores o garantía prendaría de créditos, ambos de la más alta 
calidad, o garantía hipotecaria. El plazo de dicho crédito no podrá ser mayor de sesenta (60) 
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días calendario, el cual, a solicitud razonada del banco de que se trate, podrá ser prorrogado 
por la mitad del plazo original. La tasa de interés a ser aplicada al crédito deberá ser superior 
a la que en promedio aplique en operaciones activas el banco de que se trate. Únicamente se 
podrá otorgar, a un mismo banco, hasta un máximo de dos (2) créditos en un período de doce 
(12) meses, siempre que los mismos se otorguen en dos meses no consecutivos dentro de tal 
período.

La Superintendencia de Bancos deberá informar a la Junta Monetaria, en un plazo que no 
exceda de diez (10) días hábiles después del otorgamiento del crédito, sobre las causas que 
originaron las deficiencias de liquidez, así como la calidad y situación en que se encuentran las 
garantías que respaldan el crédito.

Lo establecido en el presente artículo será reglamentado por la Junta Monetaria, a propuesta 
del Banco de Guatemala.”

TÍTULO III

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

Artículo 23. Transitorio. Cuentas inactivas. Dentro del plazo de noventa (90) días contados a partir de 
la vigencia de este Decreto, los bancos del sistema comunicarán por los medios que estime pertinentes, 
las cuentas de depósitos monetarios y de ahorro que por diez (10) años o más han permanecido 
inactivas en los términos a que se refiere el artículos 41 Ter de la Ley de Bancos y Grupos Financieros.

Transcurrido el plazo fijado en el párrafo anterior, los bancos dispondrán de un mes para efectuar el 
traslado del saldo de las cuentas y de los intereses que hubieren generado, al Fondo para la Protección 
del Ahorro.

Artículo 24. Transitorio. Reducción de concentración de unidad de riesgo vinculada. Si al entrar 
en vigencia el presente Decreto la unidad de riesgo vinculada presenta exceso al límite establecido en 
el inciso c) del artículo 47 de la Ley de Bancos y Grupos Financieros, éste deberá ser reducido en los 
porcentajes y plazos siguientes:
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Plazo Exceso reducido en
Dentro del primer año de vigencia del presente Decreto 25%
Dentro del segundo año de vigencia del presente Decreto 50%
Dentro del tercer año de vigencia del presente Decreto 75%
Dentro del cuarto año de vigencia del presente Decreto 100%

Para este efecto, las entidades a que se refiere el artículo 47 de la Ley de Bancos y Grupos Financieros, 
deberán presentar a la Superintendencia de Bancos la integración de la unidad de riesgo vinculada, a 
más tardar dos (2) meses a partir de la vigencia de este Decreto.

Artículo 25. Transitorio. Componente fijo de las cuotas al Fondo. En los primeros nueve meses 
de vigencia de este Decreto, la cuota que los bancos deberán aportar mensualmente al Fondo para 
la Protección del Ahorro a que se refiere el inciso a) del artículo 88 de la Ley de Bancos y Grupos 
Financieros, será una doceava parte del uno punto cinco por millar del promedio mensual de la 
totalidad de las obligaciones depositarias, establecida en la Resolución Número JM-37-2007 emitida 
por la Junta Monetaria. A partir del décimo mes de vigencia, los bancos aportarán mensualmente una 
doceava parte del dos por millar a que se refiere el inciso citado.

Artículo 26. Transitorio. Adecuación de las operaciones de las entidades fuera de plaza o 
entidades off shore. Para los efectos de lo establecido en el inciso f) del artículo 113 de la Ley de 
Bancos y Grupos Financieros, las entidades fuera de plaza o entidades off shore que en el momento 
de entrar en vigencia este Decreto tengan depósitos en condiciones distintas a las establecidas en el 
referido inciso, deberán adecuarlos dentro de un plazo que no exceda de un (1) año o al vencimiento 
de los mismos, el que sea menor.

Artículo 27. Bonos emitidos conforme la Resolución Número JM-172-2007 emitida por la Junta 
Monetaria. Los bonos cuya emisión fue autorizada con base en la Resolución Número JM-172-2007 
emitida por la Junta Monetaria, así como la forma en que dichas obligaciones sean admisibles para el 
cálculo del patrimonio computable, conservan su plena vigencia y validez legal.  

Artículo 28. Mayoría calificada. El presente Decreto fue aprobado con el voto favorable de más de 
las dos terceras partes del número total de diputados que integran el Congreso de la República.

Artículo 29. Vigencia. El presente Decreto deberá publicarse en el Diario Oficial y entrará en vigencia 
el uno de abril de dos mil trece.



25

	 REMÍTASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN, PROMULGACIÓN Y 
PUBLICACIÓN.

	 EMITIDO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE 
GUATEMALA, EL VEINTIOCHO DE AGOSTO DE DOS MIL DOCE.

GUDY RIVERA ESTRADA
PRESIDENTE

BAUDILIO ELINOHET HICHOS LÓPEZ
SECRETARIO

MANUEL DE JESÚS BARQUÍN DURÁN
SECRETARIO

PALACIO NACIONAL: Guatemala, diecinueve de septiembre del año dos mil doce.

PUBLÍQUESE Y CUMPLASE

PEREZ MOLINA

Sergio de la Torre Gimeno
Ministro de Economía

Pavel Vinicio Centeno López
MINISTRO DE FINANZAS PÚBLICAS

Gustavo Adolfo Martínez Luna
SECRETARIO GENERAL

DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA


